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SUGERENCIAS
La Comisión de Agricultura y Desarrollo Rural pide a la Comisión de Asuntos Económicos y Monetarios, competente para el fondo, que incorpore las siguientes sugerencias en la propuesta de Resolución que apruebe:
A.	Considerando que el artículo 42 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) dispone que las normas sobre la competencia serán aplicables a la producción y al comercio de productos agrícolas solo en la medida determinada por el Parlamento Europeo y el Consejo y teniendo en cuenta los objetivos de la política agrícola común (PAC) enunciados en el artículo 39 del TFUE;
B.	Considerando que uno de los objetivos de la PAC establecidos en el artículo 39 del TFUE es garantizar un nivel de vida equitativo a la población agrícola, en especial mediante el aumento de la renta individual de quienes trabajan en la agricultura;
C.	Considerando que el Tribunal de Justicia, en su sentencia de 14 de noviembre de 2017[footnoteRef:1] (asunto «Endibias») confirmó que la PAC tiene prioridad sobre las normas de competencia; que el Tribunal resolvió que las prácticas relacionadas con una concertación sobre los precios o las cantidades comercializadas o los intercambios de información estratégica pueden sustraerse a la prohibición de acuerdos, decisiones o prácticas concertadas establecida en el artículo 101, apartado 1, del TFUE, si han sido acordadas entre los miembros de la misma organización de productores (OP) o la misma asociación de organizaciones de productores (AOP) reconocida por un Estado miembro y son estrictamente necesarias para la consecución de uno o varios de los objetivos asignados a estas organizaciones, de conformidad con la legislación de la Unión; [1:  Sentencia del Tribunal de Justicia, de 14 de noviembre de 2017, Président de l’Autorité de la concurrence contra Association des producteurs vendeurs d’endives (APVE) y otros.] 

D.	Considerando que el Reglamento (UE) 2017/2393[footnoteRef:2] (el «Reglamento Ómnibus»), contempla excepciones a la aplicación del artículo 101 del TFUE, y establece, concretamente, que las actividades colectivas realizadas por las OP y las AOP resultan necesarias para poder alcanzar los objetivos de la PAC tal como se definen en el artículo 39 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea cuando se llevan a cabo de manera genuina y contribuyen a la mejora de la competitividad de los agricultores; que, como consecuencia, actividades como la planificación de la producción y las negociaciones contractuales quedan exentas de las disposiciones del artículo 101 del TFUE; [2:  DO L 350 de 29.12.2017, p. 15.] 

E.	Considerando que la naturaleza específica y las características estructurales del sector agrícola de la Unión, compuesto principalmente por explotaciones agrícolas pequeñas en términos económicos, tienen como resultado una producción fragmentada y dificultades y problemas de los agricultores para adaptarse a los cambios y las demandas de los mercados; que ello contrasta con la intensa concentración experimentada por otros operadores de la cadena alimentaria, lo que se traduce en serias desventajas de los agricultores en términos de poder de negociación y debería ser tenido en cuenta a la hora de aplicar las normas de competencia;
F.	Considerando que la futura PAC debe centrarse en el apoyo a las explotaciones pequeñas y familiares, garantizando al mismo tiempo la aplicación de prácticas agrícolas sostenibles; que dichos objetivos solo pueden alcanzarse adoptando un enfoque uniforme en todas las políticas de la Unión, incluida la política de competencia;
G.	Considerando que las catástrofes naturales imprevisibles y las circunstancias impredecibles de producción, como las condiciones meteorológicas adversas y los brotes de enfermedades, pueden hacer que el mercado de los productos agrícolas sea aún más volátil y sujeto a crisis y debilitan aún más la posición negociadora de los agricultores frente a los compradores; que es importante a este respecto el acceso a medidas excepcionales destinadas a preservar la estabilidad del mercado;
H.	Considerando que la cooperación entre los agricultores desempeña un papel esencial en el refuerzo de su posición en la cadena alimentaria, contribuye a la consecución de los objetivos de la PAC y ayuda a los agricultores a responder a las crecientes demandas sociales; que muchos agricultores de la Unión siguen sin poder beneficiarse de la integración en organizaciones de productores, lo que hace que su posición en la cadena de suministro agroalimentario sea muy vulnerable y que disminuya su poder de negociación; que, por lo tanto, es necesario reforzar las OP (también mediante su consolidación) y las AOP;
I.	Considerando que la competitividad de los agricultores de la Unión depende en gran medida del funcionamiento correcto y justo del mercado interior, así como de una interpretación y una aplicación claras de las normas en materia de ayudas estatales y de política de competencia que gobiernan a todos los operadores de la cadena agroalimentaria y, en particular, a las OP, las AOP y otras formas de cooperación entre los productores del sector agrícola;
J.	Considerando que las prácticas abusivas y la creciente tendencia de consolidación en los sectores de insumos y venta al por menor de la cadena de suministro agroalimentario distorsionan la competencia y la innovación, afectando directa e indirectamente tanto a los productores como a los consumidores;
K.	Considerando que las tecnologías digitales pueden ayudar a los agricultores europeos a proporcionar alimentos seguros, sostenibles y de calidad y a reducir el impacto medioambiental de la agricultura, mejorar las condiciones de trabajo de los agricultores y aumentar el atractivo del mundo rural, en particular para las generaciones más jóvenes; que es menor el incentivo para que el sector privado invierta en la prestación de servicios de banda ancha en estas zonas;
1.	Pide a la Comisión Europea que tenga en cuenta expresamente que, como ha resuelto el Tribunal de Justicia, los objetivos de la PAC deben tener prioridad sobre los de la política de competencia mediante una aplicación más flexible, clara y previsible de las normas de competencia a los productores y a las OP; 
2.	Destaca que, debido a su naturaleza específica y a sus prolongados ciclos de producción, la agricultura no puede compararse a ninguna otra actividad en cuanto a la elasticidad de la oferta, de modo que la lógica del mercado no puede aplicarse al sector agrícola del modo en que se aplica en otros sectores;
3.	Acoge con satisfacción el estudio realizado en 2018 en nombre de la Comisión sobre las OP y sus actividades en los sectores del aceite de oliva, la carne de vacuno y los cultivos herbáceos, que insiste en la importancia de estas organizaciones y sus asociaciones para reforzar la posición de los productores primarios en la cadena de suministro alimentario y contribuir positivamente a los objetivos de la PAC establecidos en el artículo 39 del TFUE; toma nota de que el estudio constata que hay cinco veces más OP o AOP no reconocidas que reconocidas oficialmente y que la falta de apoyo de los Gobiernos plantea problemas para la creación de OP y AOP; lamenta que las OP no estén desarrolladas en la misma medida en todos los Estados miembros, y pide que se eliminen las barreras restantes en el proceso de reconocimiento y se garantice la seguridad jurídica; pide a la Comisión, a este respecto, que aumente la concienciación sobre los beneficios del reconocimiento de las OP en virtud del Reglamento (UE) n.º 1308/2013[footnoteRef:3] por el que se crea la organización común de mercados de los productos agrarios (Reglamento de la OCM única) e insta a que se establezcan más OP como medio para que los agricultores refuercen su posición y negocien eficazmente sobre los precios y aborden los desequilibrios de poder en la cadena de suministro alimentario, además del resto de sus funciones; [3:  DO L 347 de 20.12.2013, p. 671.] 

4.	Considera fundamental aclarar las disposiciones reguladoras de las OP, las AOP y las organizaciones interprofesionales del Reglamento de la OCM única en el marco de la reforma en curso de la PAC, en particular por lo que se refiere a la política de competencia, partiendo de los progresos alcanzados con el Reglamento «Ómnibus» y conforme a la sentencia del Tribunal de Justicia en el asunto «Endibias», para aportar así mayor seguridad jurídica y mejorar la posición de los agricultores en la cadena de suministro alimentario;
5.	Pide a la Comisión que lleve a cabo una evaluación de la aplicación del artículo 209 del Reglamento de la OCM única, concretamente en lo relativo a las excepciones a las normas de competencia para determinados acuerdos y prácticas de agricultores asociados, con el fin de otorgar mayor claridad y seguridad jurídica a los afectados cuando se aplique este artículo, y de dar mayor agilidad a la Comisión en la aplicación del mismo;
6.	Acoge con satisfacción el estudio elaborado para la Comisión sobre las formas más adecuadas para que las OP se constituyan, desarrollen sus actividades y obtengan apoyo, que reconoce la importancia fundamental de las OP y las AOP para el desarrollo económico, técnico y social de sus miembros, con posibles efectos beneficiosos indirectos también para los agricultores que no pertenecen a una OP y con efectos externos positivos para otros operadores de la cadena de suministro alimentario; destaca la necesidad de garantizar la seguridad jurídica de las OP, en particular por lo que se refiere a los criterios y actividades de reconocimiento;
7.	Reconoce el papel de las organizaciones interprofesionales en la cadena que sirven de plataforma para el diálogo, la investigación y el desarrollo, las mejores prácticas y la transparencia del mercado;
8.	Pide que se refuerce el cometido de las organizaciones interprofesionales al objeto de fomentar unas relaciones más equilibradas dentro de la cadena agroalimentaria, y aboga por que la cláusula de reparto del valor se haga extensiva a todos los operadores, y no solo al primer comprador, en consonancia con el proyecto de informe aprobado en abril de 2019 por la Comisión de Agricultura y Desarrollo Rural del Parlamento sobre la nueva organización común de mercados de los productos agrícolas en el contexto de la próxima reforma de la PAC;
9.	Pide que se adopte una excepción expresa y automática al artículo 101 del TFUE en virtud del artículo 210 del Reglamento de la OCM única, sujeta a los principios de necesidad y proporcionalidad, que permita a las organizaciones interprofesionales agrícolas desempeñar las misiones que les confía el Reglamento de la OCM única, a fin de contribuir a los objetivos del artículo 39 del TFUE;
10.	Solicita a la Comisión que vele por una rápida aplicación de las disposiciones del artículo 222 del Reglamento de la OCM única para atajar distorsiones graves de los mercados;
11.	Celebra el buen resultado de las medidas de gestión de la oferta implantadas para los quesos y jamones de calidad a instancias de OP, organizaciones interprofesionales o grupos de agentes económicos; pide que las disposiciones del Reglamento de la OCM única por las que se autoriza la introducción de normas en materia de regulación de la oferta se extiendan para cubrir todos los productos cubiertos por una denominación de origen protegida (DOP) o una indicación geográfica protegida (IGP) a fin de garantizar una mejor equilibrio entre la oferta y la demanda;
12.	Pide a la Comisión que entable un diálogo con todas las partes interesadas pertinentes sobre el funcionamiento de la cadena de suministro agrícola y alimentario, y que adapte la política de competencia de la Unión a la evolución más reciente del entorno comercial;
13.	Celebra la adopción de la Directiva (UE) 2019/633, de 17 de abril de 2019, relativa a las prácticas comerciales desleales en las relaciones entre empresas en la cadena de suministro agrícola y alimentario[footnoteRef:4], que representa un primer paso importante hacia la equidad entre operadores económicos y para corregir el desequilibrio de la capacidad de negociación dentro de la cadena de suministro agroalimentario; insta a los Estados miembros a que transpongan la Directiva sin demora, y pide a la Comisión que observe atentamente los progresos de la transposición y que promueva la puesta en común de las mejores prácticas entre los Estados miembros; anima a los Estados miembros a incluir en la lista de prácticas prohibidas otras prácticas que consideren desleales y a fijar normas más estrictas; [4:  DO L 111 de 25.4.2019, p. 59.] 

14.	Lamenta no obstante que el ámbito de aplicación de la Directiva sobre las prácticas comerciales desleales en la cadena de suministro agrícola y alimentario no abarque a todos los proveedores al excluir a aquellos que no son pymes, así como que la venta a pérdida no esté incluida en la lista de prácticas prohibidas a nivel de la Unión;
15.	Expresa su inquietud ante la insostenible presión a la baja sobre los precios agrícolas resultante del excesivo poder de las empresas de transformación o los compradores situados más adelante en la cadena de suministro agroalimentario; anima a la Comisión a que revise su enfoque de evaluación de los abusos de posición dominante del mercado a fin de incorporar los casos en los que se ejerce una presión insostenible a la baja sobre los precios agrícolas, con independencia de que ello redunde o no en precios al consumidor más elevados; considera que el interés más general del consumidor incluye el apoyo a una renta justa para los agricultores garantizándoles una parte equitativa del valor generado a lo largo de la cadena de suministro agroalimentario, a fin de velar por un sector agrícola sostenible económicamente y también desde el punto de vista del medio ambiente;
16.	Reitera que el apoyo de la PAC está concebido, entre otros fines, para garantizar la sostenibilidad de las explotaciones agrícolas y animar a los agricultores a producir alimentos de calidad a precios razonables; expresa su preocupación ante la disparidad creciente entre los precios de producción y el precio de venta en el sector alimentario; pide a la Comisión que determine y aplique medidas de mercado eficaces que reduzcan esta diferencia y creen una correlación equilibrada y sostenible entre ambos;
17.	Reconoce el papel que desempeñan las alianzas de compradores en la creación de eficiencias económicas en la cadena de suministro agrícola y alimentario; hace hincapié, no obstante, en que la actual falta de información no permite evaluar los efectos económicos de estas alianzas de compra en el funcionamiento de la cadena de suministro, particularmente por lo que se refiere a posibles alineaciones estratégicas, que pueden dar lugar al retroceso de la competencia y a la reducción de los márgenes de inversión e innovación; Pide a la Comisión que prosiga su análisis en profundidad del alcance y los efectos de las alianzas de compra en el funcionamiento económico de la cadena de suministro agrícola y alimentario, en particular por lo que se refiere a los agricultores, los pequeños productores y proveedores y las pymes;
18.	Acoge con satisfacción la publicación del Reglamento (UE) 2019/1150 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre el fomento de la equidad y la transparencia para las empresas que utilizan servicios de intermediación en línea[footnoteRef:5]; toma nota de la apertura por la Comisión de una investigación formal de defensa de la competencia para analizar el uso por Amazon de datos sensibles de minoristas independientes y posibles abusos de su doble función como minorista y mercado, y expresa su preocupación ante posibles paralelismos en las plataformas de supermercados europeas; destaca que el posible trato diferenciado o discriminatorio entre marcas propias y otros productos minoristas podría distorsionar la competencia en el mercado y reducir la innovación y la oferta de productos a los consumidores; destaca que la Comisión y las autoridades nacionales de competencia deben desempeñar sus funciones para garantizar que no se produzcan estas situaciones; [5:  DO L 186 de 11.7.2019, p. 57.] 

19.	Acoge con satisfacción la publicación del Informe de la Comisión sobre la aplicación de las normas de competencia en el sector agrícola; señala que una parte significativa de las infracciones de la legislación de competencia en el sector agrícola son cometidas por transformadores de productos agrícolas, mientras que la mayoría de las reclamaciones proceden de agricultores; pide una supervisión eficaz por parte de la Comisión de las empresas activas en el mercado de transformación de alimentos;
20.	Recuerda que se ha producido una reestructuración horizontal y vertical significativa, que ha conducido a una mayor consolidación de los sectores, ya concentrados, de las semillas, los productos agroquímicos, los fertilizantes, la genética animal y la maquinaria agrícola, así como de los sectores de la transformación y la venta al por menor; pide a la Comisión que, cuando evalúe las fusiones en estos sectores, considere sus repercusiones más allá de los precios al consumo; destaca que los intereses de los agricultores, los ciudadanos y el medio ambiente de la Unión se protegen con una evaluación exhaustiva y global del impacto en las explotaciones de las fusiones y adquisiciones de los proveedores de insumos agrícolas, incluidos los productores de productos fitosanitarios;
21.	Considera esencial que la Comisión continúe su seguimiento detallado del mercado de la Unión de plaguicidas, semillas y rasgos vegetales y del impacto de la digitalización en el sector agrícola;
22.	Considera que los costes de producción deben tenerse plenamente en cuenta a la hora de acordar precios en el marco de contratos entre productores y minoristas/transformadores y que los precios deben proporcionar asimismo una remuneración justa a los agricultores; destaca la necesidad de más transparencia en el mercado para contribuir a una transmisión de precios más justa a lo largo de la cadena de suministro; pide a la Comisión que mejore los datos del Observatorio del Mercado sobre volúmenes, precios y márgenes, en particular en el sector de la agricultura ecológica; pide a la Comisión que desarrolle indicadores para los costes de producción y los márgenes que puedan servir como referencia en contratos que tomen mejor en consideración el coste de producción y la remuneración; pide a la Comisión que garantice unas directrices claras sobre el reparto del valor a lo largo de la cadena de suministro a fin de permitir una transmisión de los precios a niveles que sean justos para consumidores y productores;
23.	Insta a la Comisión a que establezca una plataforma permanente de información a escala de la Unión sobre instrumentos de gestión de riesgos para ayudar a los agricultores a hacer frente a la incertidumbre climática, la volatilidad del mercado y otros riesgos en la que las partes interesadas puedan intercambiar mejores prácticas, tal como expuso en su Comunicación sobre el futuro de los alimentos y de la agricultura, de noviembre de 2017;
24.	Señala que las amplias disparidades en los pagos directos impiden las iniciativas sostenibles de los agricultores en favor del clima y el medio ambiente y distorsionan la competencia en la Unión; recuerda el compromiso asumido por el Consejo Europeo de los días 7 y 8 de febrero de 2013 en el sentido de armonizar los pagos en toda la Unión a más tardar en 2013;
25.	Llama la atención sobre el número creciente de protestas de los agricultores y observa que uno de sus motivos de preocupación es el impacto acumulado de los acuerdos de libre comercio en el sector agroalimentario; se pregunta si los acuerdos de libre comercio dejan a los productores agroalimentarios de la Unión en una situación de desventaja competitiva, dadas las diferencias entre las normas sociales, sanitarias, laborales, medioambientales y de bienestar animal de terceros países; pide, por consiguiente, a la Comisión que presente lo antes posible su último informe sobre el impacto acumulado de los acuerdos comerciales en curso y futuros, y pide que se apliquen sistemáticamente los principios de reciprocidad y de conformidad en lo que respecta a los productos agrícolas en las negociaciones comerciales futuras y en curso, y que se vele por la realización de todas las inspecciones necesarias;
26.	Considera que es necesario responder a la demanda de la población de sistemas alimentarios más sostenibles mediante la política de competencia, a fin de integrar mejor el valor de los bienes públicos en los precios de los alimentos, tomando en consideración los aspectos sociales, medioambientales y de bienestar de los animales; pide a la Comisión que aclare a productores y autoridades nacionales de competencia las condiciones en las que pueden celebrarse sin infringir el Derecho de competencia acuerdos entre operadores del mismo sector con el fin de mejorar la sostenibilidad de la cadena de suministro agroalimentario, reconociendo así la contribución de los acuerdos de sostenibilidad a la mejora de la producción agrícola y, al mismo tiempo, beneficiando a los consumidores y al conjunto de la sociedad, en particular en el marco de la revisión en curso de los reglamentos horizontales de exención por categorías y las directrices afines; considera que estas claras directrices son especialmente importantes para el sector agrícola debido a los retos medioambientales que debe afrontar y a los requisitos de sostenibilidad que debe cumplir;
27.	Señala que el Pacto Verde Europeo debe garantizar la coherencia política entre la agricultura, la acción por el clima, el medio ambiente y la política comercial;
28.	Destaca que la estrategia «de la granja a la mesa» y la legislación de la Unión en materia de competencia deben reconocer la importante contribución de los productores primarios al suministro de alimentos de alta calidad y a la entrega de bienes públicos a la sociedad, por la que actualmente no están suficientemente remunerados, y deben tratar de lograr la sostenibilidad en toda la cadena de suministro de alimentos; señala que esta estrategia requeriría un enfoque coherente que abarque todas las políticas de la Unión, salvaguardando la competencia leal y garantizando la igualdad de condiciones para todas las empresas, y debe tener en cuenta el impacto del cambio climático en el funcionamiento y la sostenibilidad de la cadena de suministro de alimentos y en la seguridad alimentaria;
29.	Acoge con satisfacción el control en curso de la adecuación del paquete de modernización de las ayudas estatales de 2012 y, más concretamente, la revisión en curso del Reglamento de exención por categorías en el sector agrícola y de las Directrices de la Unión Europea sobre ayudas estatales a los sectores de la agricultura y la silvicultura, que dejarán de aplicarse el 31 de diciembre de 2020;
30.	Considera que la financiación pública es esencial para garantizar el despliegue de redes de banda ancha en las zonas rurales y remotas; pide a la Comisión que respalde y apoye a los responsables de la toma de decisiones en el sector público para que exploren mejor las posibilidades de apoyo público sobre la base de las Directrices de la Unión Europea para la aplicación de las normas sobre ayudas estatales al despliegue rápido de redes de banda ancha, con vistas a agilizar y facilitar el despliegue de la infraestructura de banda ancha y garantizar que las zonas rurales no se queden rezagadas;
31.	Pide a la Comisión que queden exentas del régimen de ayudas estatales las disposiciones fiscales específicas para el sector agrícola adoptadas por los Estados miembros para animar a los agricultores a constituir de forma voluntaria ahorros de previsión con miras a hacer frente mejor al aumento de los riesgos climáticos y sanitarios y las crisis económicas;
32.	Acoge con satisfacción la finalización de la revisión del Reglamento agrícola de minimis; señala que el aumento del importe máximo de la ayuda por empresa única y del límite nacional junto con la aplicación de un límite sectorial ayudarán a las explotaciones a hacer frente a los desafíos climáticos, al mismo tiempo que evitarán distorsiones del mercado;
33.	Acoge con satisfacción la propuesta relativa al Programa sobre el Mercado Único y, más concretamente, las acciones de la cadena agroalimentaria que reciben apoyo en el programa propuesto, como las medidas veterinarias y fitosanitarias para hacer frente a las crisis sanitarias animales y vegetales; insta al Consejo y al Parlamento a que concluyan rápidamente las negociaciones y adopten el Reglamento;
34.	Subraya la importancia de unas conclusiones oportunas sobre las dos propuestas de la Comisión de reglamentos de transición con el fin de evitar retrasos y complicaciones que pudieran generar inestabilidad en los mercados;
35.	Considera fundamental que la Dirección General de Agricultura conserve todas las competencias relativas a la aplicación de los artículos 209 y 210 del Reglamento de la OCM única y a las ayudas estatales para el desarrollo de los sectores agrícola y forestal de las zonas rurales, garantizando de este modo la especialización precisa para abordar y coordinar los asuntos en este ámbito, lo cual es necesario habida cuenta del carácter específico de estos sectores y es plenamente coherente con los objetivos y las ayudas previstos en la PAC. 
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	Mazaly Aguilar, Krzysztof Jurgiel, Bert-Jan Ruissen, Veronika Vrecionová
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	Luke Ming Flanagan, Petros Kokkalis
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Explicación de los signos utilizados
+	:	a favor
-	:	en contra
0	:	abstenciones
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